LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

 

DECRETA:

 

REFORMA A LA LEY REGULADORA DEL MERCADO DE VALORES No. 7732 DE 17 DICIEMBRE DE 1997 Y SUS REFORMAS

 

 

Refórmanse los artículos 8, 102 a 104, 151, 153 a 155, 157 a 168 y 183 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley N.º 7732, del 17 de diciembre de 1997, y sus reformas y adicion de los artículos 103 bis, 157 bis, 158 bis, 167 bis y 168  bis, los cuales se leerán así:
 

 

Artículo 8.- Atribuciones del Superintendente. 

 

Al Superintendente le corresponderán las siguientes atribuciones: 

 

“ c) (…)

 

ch) Dictar las medidas correctivas y prudenciales necesarias que resulten como consecuencia de las inspecciones o acciones de control practicadas, con el fin de que el funcionamiento de las entidades fiscalizadas se ajuste a La Ley y demás normativa aplicable. Las medidas correctivas y prudenciales estarán sujetas únicamente al régimen de impugnación de los actos administrativos. 

 

Como parte de sus funciones de fiscalización y supervisión, el Superintendente podrá requerir, de   quienes participen en el mercado de valores, el suministro de información relacionada con las operaciones que realizan, que sea necesaria para el cumplimiento del fin público encomendado. Así como solicitar al juez penal ordenar el secuestro de documentos, correos, sus unidades de almacenamiento y sus respectivos procesadores. El secuestro estará sujeto a las formalidades establecidas en la Ley sobre Registro, Secuestro y Examen de documentos. (…)”.

 

d) 
Imponer, a las entidades fiscalizadas, las medidas precautorias y las sanciones previstas en el título IX de esta ley, salvo las que le corresponda imponer al Consejo Nacional.

 

Las resoluciones finales, las medidas precautorias, prudenciales y correctivas dictadas por el Superintendente, una vez firmes, serán de acatamiento obligatorio y su incumplimiento constituirá el delito de desobediencia establecido en el Código Penal, previa prevención al representante de la entidad supervisada para que cumpla dentro del plazo estipulado. Lo anterior sin perjuicio de otras sanciones penales o administrativas contempladas en esta u otras leyes.

 

Artículo 102.-
Manejo de información privilegiada

 

Todo el que disponga de información privilegiada deberá abstenerse de ejecutar por cuenta propia o ajena, directa o indirectamente, cualquiera  de las siguientes conductas:

 

a) a)    Preparar o realizar directa o indirectamente, cualquier tipo de operación sobre los valores negociables a los que la información se refiera. Se exceptúan las operaciones  específicas sobre las que verse la información privilegiada.

b) b)    Comunicar la información privilegiada, o emitir una recomendación a un tercero basándose en dicha información, que compre o venda valores negociables o que haga que otro los compre o venda.  Siempre que estos actos no formen parte de las acciones que deben realizar las personas involucradas para concretar la operación u operaciones sobre las que versa la información. 

c) c)    Incumplir la obligación de mantener la información privilegiada bajo la más estricta confidencialidad, sin perjuicio del  deber de comunicación y colaboración con las autoridades judiciales y administrativas en los términos previstos en ésta o en otras leyes. El deber de mantener la información bajo confidencialidad implica adoptar las medidas adecuadas para evitar que la información pueda ser objeto de utilización abusiva o desleal.

d) d)    Incumplir cualquier otra obligación concreta para la salvaguarda de la información privilegiada que haya determinado el  Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero,  vía reglamento.

 

Para los efectos de esta ley, se entiende por información privilegiada toda información concreta, referente a uno o varios valores o a sus emisores, que no haya sido dada a conocer al público y pueda influir en los precios de dichos valores.

 

Artículo 103.-
Comunicación de negociación sobre valores. 

 

En razón de la  información privilegiada a la que puedan tener acceso las siguientes personas, deberán, comunicar a la Superintendencia, dentro del plazo de cinco días hábiles, la compra  o venta que realice de valores emitidos por la sociedad con la que se encuentra relacionada en virtud de su cargo o vínculo, independientemente de la cuantía, o el volumen de las operaciones:

 

a) a)           Los miembros del consejo de administración u otros órganos colegiados, fiscales, gerentes, auditores externos o internos, apoderados y representantes legales,  de las sociedades o entidades inscritas en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios. 

b) b)           Los accionistas de las sociedades inscritas en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, que detenten el control, por sí o por interpósita persona, de más del diez por ciento (10%) de las acciones representativas de su capital social.

c) c)           Los miembros del consejo de administración u otros órganos colegiados, fiscales, gerentes,  auditores externos o internos, apoderados y representantes legales de las sociedades que detenten el control de más del cuarenta por ciento (40%) de las acciones representativas del capital social de las sociedades que se ubiquen en el supuesto anterior.  

d) d)           Quienes presten servicios independientes a las entidades o sociedades anteriormente mencionadas y sus asesores en general, así como los gerentes de cualquier empresa o negocio que hayan participado, asesorado o colaborado con una sociedad emisora, en cualquier actividad que pueda propiciar el acceso a información privilegiada.

e) e)           Los gerentes, apoderados, representantes legales, miembros del Consejo de Administración y Clasificación y analistas financieros de las sociedades clasificadoras de riesgo.  

f) f)             Los parientes hasta tercer grado de consanguinidad o afinidad de las personas mencionadas en los incisos anteriores.

 

Artículo 103 bis.-
Políticas de prevención de uso indebido de información privilegiada y conflictos de interés.

 

Los participantes del mercado de valores que reciban o ejecuten órdenes de inversión, las bolsas de valores y los emisores, tienen la obligación de establecer y comunicar a la Superintendencia los reglamentos internos de conducta, que contengan las políticas necesarias para impedir que se presenten casos de uso indebido de información privilegiada. Estas políticas deben contemplar, entre otras cosas, mecanismos para evitar el flujo de información privilegiada entre sus distintas áreas de actividad, así como  evitar que las decisiones de inversión puedan verse afectadas por el conocimiento de este tipo de información. 

 

En el caso de los emisores de valores, también tienen la obligación de establecer medidas específicas para proteger la información privilegiada durante las fases de estudio o negociación de cualquier tipo de operación jurídica o financiera que pueda influir de manera apreciable en la cotización de los valores.

 

Las entidades y grupos de entidades que realicen, publiquen o difundan informes o recomendaciones sobre sociedades emisoras de valores cotizados deberán comportarse de forma leal e imparcial, dejando constancia en lugar destacado en sus informes, publicaciones o recomendaciones de las vinculaciones relevantes, incluidas las relaciones comerciales, y la participación que la entidad o el grupo mantenga o vaya a mantener con la empresa objeto del análisis, así como que el documento no constituye una oferta de venta de valores.

 

El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero  podrá, mediante reglamento, desarrollar el contenido de las políticas mencionadas en el presente artículo, y establecer otras medidas específicas con carácter obligatorio en desarrollo del deber de contar con dichas políticas preventivas. 

 

Artículo 104. Comunicación de operaciones sospechosas de uso indebido de información privilegiada.

 

Los participantes en el mercado de valores deberán avisar a la Superintendencia, con la mayor celeridad posible, y en la forma en que esta determine, cuando existan indicios razonables para sospechar que una operación utiliza información privilegiada o constituye una práctica que falsea la libre formación de los precios. 

 

Las entidades que comuniquen operaciones sospechosas a la Superintendencia estarán obligadas a mantener confidencialidad sobre la comunicación realizada, salvo disposición legal en contrario. 

 

El nombre de la entidad que efectúe la comunicación de operación sospechosa se considera confidencial.

 

Artículo 151. Intercambio de información.

 

La Superintendencia podrá intercambiar con otros organismos supervisores financieros nacionales y de otros países, la información que tenga sobre entidades supervisadas y otras personas físicas o jurídicas que intervengan directa o indirectamente en el mercado. Cuando se comparta información con supervisores extranjeros debe existir reciprocidad y además, en los casos específicos en que se requiera a la Superintendencia información considerada confidencial por el Ordenamiento Jurídico nacional, el regulador extranjero que solicita la información debe estar sujeto a prohibiciones de divulgación de esa información equiparables a las indicadas en esta u otras leyes, según lo determine reglamentariamente el CONASSIF. 

 

Artículo 153.- Atención de requerimiento de información y denuncias de inversionistas

 

La Superintendencia y las bolsas de valores establecerán una ventanilla para atender al público que solicite información o asesoramiento sobre sus derechos y los medios legales para ejercerlos o protegerlos, así como para recibir los reclamos que se le formulen en materia de su competencia.

 

La Superintendencia o las bolsas de valores según el caso,  al recibir una queja o denuncia, realizará una investigación, recavando las pruebas que estime necesarias, a efectos de determinar la procedencia o no de iniciar un procedimiento administrativo. 

 

Los inversionistas deberán recibir respuesta oportuna sobre el trámite que se sigue al reclamo, petición o solicitud que haya presentado personalmente o por medio de su representante legal ante la Superintendencia o las bolsas de valores. El plazo para obtener dicha respuesta será de cuarenta y cinco días naturales a partir de la interposición de la solicitud correspondiente, pudiendo prorrogarse según lo determine el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero reglamentariamente.

 

 Este plazo aplica únicamente en cuanto a la información que debe entregarse al petente o denunciante, por lo que se establece sin perjuicio del plazo de prescripción de la acción sancionatoria. 

 

Artículo 154.- Procesos preventivos o concursales:

 

 En los procesos preventivos o concursales de empresas emisoras inscritas en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, la Superintendencia estará legitimada para participar como parte interesada y ejercer todos los recursos admisibles dentro del proceso, en defensa de los intereses de los inversionistas.

 

Artículo 155.- Medidas precautorias:

 

La Superintendencia General de Valores, en caso de desorden grave del mercado o para evitar daños de imposible o difícil reparación a los inversionistas, así como cuando tenga indicios de la comisión de un delito o de una infracción administrativa, o dentro de un procedimiento administrativo, podrá ordenar las siguientes medidas precautorias:

a) 
Suspensión temporal de la oferta pública de una emisión de valores.

b)
Suspensión temporal de la negociación de valores y productos financieros de oferta pública.

c)
Prohibición de la realización de todas o de alguna de las actividades autorizadas a un sujeto fiscalizado por la Superintendencia.

d)
Limitación de actividades autorizadas a un sujeto fiscalizado por la Superintendencia.

e) 
Rendición de garantías o capitalización de la entidad fiscalizada.

f) 
Traslado de la custodia o administración de activos a un tercero.

g) 
Suspensión de la publicidad o propaganda que contravenga lo dispuesto en esta ley o reglamento del Consejo Nacional de supervisión del Sistema Financiero. 

h) 
Cualquier otra medida no prevista en los incisos anteriores, que permita el cumplimiento de los fines tutelados en la presente ley.

En la imposición de las medidas referidas en el presente artículo, la Superintendencia deberá velar porque el plazo de la medida  sea proporcional y razonable para la consecución del objetivo propuesto.

 

Artículo 157.- Definiciones aplicables al régimen sancionatorio.

 

Para los efectos de la aplicación del régimen sancionatorio establecido en el presente Título,  quedan comprendidos bajo la expresión:

 

a) a)                Sujetos fiscalizados: Intermediarios de valores y demás sujetos que se encuentran bajo la supervisión, inspección y vigilancia de la Superintendencia General de Valores, en razón de haberse constituido bajo un régimen de sujeción especial, que deriva de la posibilidad de participar en el mercado de valores con fundamento en los artículos 1 y 3 de esta ley, siempre que cuenten con autorización previa de conformidad con lo dispuesto en esta ley.
 

b) b)               Intermediarios de valores: los agentes y puestos de bolsa, y las personas físicas o jurídicas autorizadas por la Superintendencia General de Valores para brindar servicios de intermediación de valores de conformidad con los artículos 1, 2 y 3 de esta ley y demás normativa que la desarrolla. 

 

c) c)                Emisores de valores: Sujetos sometidos a un régimen especial de supervisión y fiscalización en virtud del registro de sus emisiones para que sean negociadas en el mercado de valores.   

 

Artículo 157 bis. -Fiscalización de las operaciones que realicen los bancos. 

 

En el caso de intermediarios financieros que estén autorizados para realizar  actividades de administración de carteras propias de los mercados de valores, la Superintendencia General de Valores podrá requerir, mediante la Superintendencia General de Entidades Financieras, información sobre dichas operaciones. Ambas Superintendencias deberán colaborar suministrándose toda la información que estimen necesaria sobre operaciones y las entidades supervisadas. 

 

La Superintendencia General de Entidades Financieras será la encargada de imponer a dichos intermediarios las sanciones que correspondan según lo dispuesto en la presente ley, no obstante, el órgano director del procedimiento correspondiente podrá estar integrado por funcionarios de las diferentes Superintendencias.

 

Artículo 158.- Competencia de la Superintendencia General de Valores para imponer sanciones.

 

El Superintendente General de Valores será competente para imponer las sanciones establecidas en el presente Título, excepto en lo que corresponde a las actividades que desarrollen los intermediarios financieros propias de los mercados de valores, según lo dispuesto en el artículo anterior.

 

Para aplicar las sanciones previstas en esta Ley, la Superintendencia seguirá, en lo compatible, el procedimiento establecido en los artículos 151 y siguientes de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, N° 7558, del 3 de noviembre de 1995, y supletoriamente lo dispuesto en la Ley General de la Administración Pública.

 

En caso de incumplimiento de los plazos y formalidades establecidos para la remisión de información, régimen de custodia de valores o del régimen de solvencia, el superintendente podrá imponer las sanciones establecidas en esta Ley por la sola constatación del incumplimiento. Contra el acto que imponga la sanción podrán interponerse los recursos de revocatoria, ante el Superintendente, y de apelación ante el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.

 

Artículo 158 bis.- Competencias de las bolsas de valores para imponer sanciones

 

Las bolsas de valores tendrán competencia para imponer las sanciones previstas en este título, en relación con los puestos de bolsa y los agentes de bolsa. Para ello, deberán aplicar un procedimiento equivalente al indicado en este título para la Superintendencia General de Valores. Asimismo, podrán  solicitar el apoyo de la Superintendencia para la obtención de prueba que sirva para averiguar la verdad real de los hechos. Tanto la Superintendencia como la Bolsa Nacional de Valores pueden solicitar dentro de los procedimientos prueba para mejor proveer.

 

Es obligación de las bolsas de valores comunicar a la Superintendencia las denuncias que reciban, las investigaciones preliminares y  procedimientos administrativos que inicien y su estado de avance, así como las actuaciones que se realicen dentro del procedimiento administrativo hasta su resolución final; todo en los plazos y formas establecidas mediante reglamento.

 

La resolución de inicio y la resolución final de un procedimiento tramitado por la bolsa tendrán recurso de apelación ante el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. Estarán legitimados para apelar quienes actúen como parte en el procedimiento.

 

La competencia otorgada a las bolsas en este artículo no excluye ni limita, en modo alguno, las facultades de la Superintendencia de llevar a cabo acciones de supervisión, investigaciones y procedimientos, ni de imponer sanciones a los puestos y agentes de bolsa. En particular, será competencia exclusiva de la Superintendencia ejercer la fiscalización e imponer las sanciones si se tratare de un caso de incumplimiento de la normativa sobre suficiencia patrimonial y demás normas de supervisión prudencial relativas a los puestos de bolsa.

 

Igualmente, cuando una bolsa haya iniciado un procedimiento, la Superintendencia podrá avocarse su instrucción en cualquier momento, con la sola notificación por escrito a la respectiva bolsa y a las partes. En tal caso, se deberá remitir el expediente original completo a la Superintendencia dentro del plazo que esta señale.

 

Artículo 159.- Infracciones muy graves:

 

I. I.                   Infracciones Generales: Incurrirán en infracción muy grave:

 

a) a)          Persona física o jurídica que:

 

1. 1.       Realice oferta pública de valores, preste servicios de intermediación o realice cualquier otra actividad regulada en esta ley, o ajena a su objeto social, sin contar con la autorización requerida. 

 

2. 2.       Incumpla las prohibiciones o deberes que se establecen en esta ley y demás normativa aplicable, en relación con el uso indebido de la información privilegiada, incluyendo la prohibición de comunicación de esta a terceros y la de negociar valores, así como aquellos deberes de revelación y manejo de información en torno a posibles conflictos de interés.

 

3. 3.       Incumpla injustificadamente los requerimientos específicos de información o documentación que, en los términos de esta ley, le haga la Superintendencia General de Valores.

 

4. 4.       Participe, intervenga o realice, directa o indirectamente operaciones con valores, a sabiendas de que se trata de una simulación de la transmisión de la titularidad.

 

5. 5.       Incurra en cualquier acto u omisión que pueda impedir o afectar la libre formación de precios en el mercado de valores.

 

6. 6.       Revele o utilice, para fines no autorizados, información de carácter confidencial de inversionistas, clientes o entidades que participen en el mercado de valores.

 

7. 7.       Teniendo la obligación no haya realizado una oferta pública de adquisición de valores, o haya realizado la oferta pública de adquisición sin haber obtenido la autorización correspondiente.

 

8. 8.       Reincida en la comisión de la misma infracción grave, siempre que la reincidencia ocurra en relación con una infracción cometida dentro de los cuatro años anteriores.

 

9. 9.        Siendo socio, director o empleado de las sociedades administradoras de fondos de inversión y de su grupo de interés económico adquiera valores de los fondos que administra esa sociedad, o  venda a esos fondos de inversión valores propios, en incumplimiento del artículo 72 de la Ley.
 

 

b)
Los sujetos fiscalizados o emisores de valores, en los términos del artículo 157, que:

 

1. 1.     Incumplan las normas de esta ley y demás normativa que la desarrolle, sobre el principio de prioridad a los clientes o alguna de las abstenciones obligatorias establecidas en esta ley y normativa reglamentaria emitida por el CONASSIF.

2. 2.     Realicen oferta pública o presten servicios de intermediación, en condiciones diferentes a las autorizadas, o mediando información falsa o que pueda inducir a error en cuanto a las características de la emisión, su emisor o las actividades de quien ofrece los servicios.

3. 3.     Incumplan su obligación de informar al público en el plazo establecido, de la existencia de factores, hechos o decisiones que puedan influir, de modo sensible en el precio de sus valores, cuando actúen como emisores.

4. 4.     Incumplan las acciones correctivas ordenadas por la Superintendencia de manera parcial o total. 

5. 5.     Incumplan la obligación de mantener los registros y documentación actualizados, por el plazo y en la forma exigida en la normativa vigente, en relación con la actividad que realizan, con los clientes y con las operaciones en las que participan. Cuando se dificulte conocer el  estado patrimonial o financiero de la entidad o las operaciones en las que ha participado.
6. 6.     Incumplan las normas contables establecidas en esta ley o adoptadas por el CONASSIF cuando el incumplimiento dificulte conocer el verdadero estado patrimonial o financiero de la entidad o las operaciones en las que ha participado.
7. 7.     Incumplan la obligación de llevar los registros contables con la información de soporte completa que respalde las transacciones, o lleven los registros con retrasos, cuando el incumplimiento dificulte  conocer el verdadero estado patrimonial o financiero de la entidad o las operaciones en las que ha participado.
8. 8.     Incumplan su obligación de someterse a una auditoria externa anual realizada por un auditor externo inscrito en el Registro de Auditores Elegibles.

9. 9.     Impidan a los inspectores y auditores de la Superintendencia, realizar sus labores de fiscalización, o entorpezcan directa o indirectamente dichas labores.
10. 10.          Discriminen a los inversionistas cuando estén en la obligación de otorgar un trato igualitario, incluyendo las discriminaciones por el rendimiento.

11. 11.          Incumplan la provisión de recursos propios exigida por la normativa reglamentaria vigente en un porcentaje superior al diez por ciento (10%). 
 

II. II.                 Infracciones Específicas:

 

También incurrirán en infracción muy grave:

 

a) a)    Los Intermediarios que:

 

1. 1.    Ofrezcan a un cliente ventajas, incentivos, compensaciones o indemnizaciones de cualquier tipo, en perjuicio de otros o de la transparencia del mercado, sin perjuicio de la libertad de contratación y de fijación de tarifas.

 

2. 2.    Actúen anticipadamente, por cuenta propia o de su grupo de interés económico, o induzcan la actuación de un cliente, cuando el precio pueda verse afectado por una orden de otro de sus clientes. 
 

b) b)   Las sociedades administradoras de fondos de inversión que:

 

1. 1.      Incumplan la normativa legal o  reglamentaria en relación con los activos autorizados, los límites de inversión o endeudamiento, o los porcentajes de liquidez, en un porcentaje superior al diez por ciento (10%).

2. 2.      Inviertan su capital o los recursos de las carteras que administran en valores o en activos no permitidos, de conformidad con esta ley, reglamentos o prospecto.
3. 3.      Incumplan las obligaciones de mantener los activos que administran con custodios autorizados de conformidad con la reglamentación del CONASSIF.
4. 4.      Concedan créditos con los dineros de la cartera que administran.
c) c)    Las bolsas de valores que:

 

1. 
Admitan valores a negociación, sin verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos por la ley, o la reglamentación de la Superintendencia.

 

2.
Suspendan o excluyan arbitrariamente de la negociación de valores, a algún participante del mercado, sin que se hayan presentado las causas indicadas en la ley o sus reglamentos.

 

3. 
Otorguen ventajas a un participante sobre otros.

 

4. 
No informen a la Superintendencia, en la forma y tiempo que esta disponga,   de las denuncias y procesos disciplinarios que tengan en trámite o de su resultado.

 

d) d)   Las entidades de custodia de valores que: 

 

1.   Incumplan su obligación de llevar al día los registros sobre clientes y operaciones exigidos por la normativa vigente o los lleven con vicios o irregularidades esenciales, que dificulten conocer con certeza la titularidad de los valores cuya custodia le ha sido encomendada.

 

2. Utilicen los valores cuya custodia les haya sido encomendada para operaciones no autorizadas por sus titulares.

 

e) e)    Las sociedades calificadoras de riesgo que:

 

1. 1.      Incumplan los principios que sobre la calidad e integridad de los procesos de calificación se definan a nivel reglamentario o la  metodología de calificación establecida. 

 

2. 2.      Califiquen valores emitidos por sociedades relacionadas con ella o con su grupo de interés económico.

 

3. 3.      Adquieran, por cualquier medio, valores emitidos por las sociedades que ellos mismos califiquen.

 

f) f)      Los auditores externos que: 

 

1. 1.  Realicen auditorías externas a entidades autorizadas por la Superintendencia, incumpliendo la presente ley y demás normativa reconocida por el CONASSIF en materia contable o de auditoria, o mediante una actuación negligente, que pueda inducir a error en cuanto a la situación patrimonial o financiera de la entidad auditada. 

 

2. 2.  Omitan incorporar excepciones a los estados financieros, cuando ello impida conocer la situación patrimonial o financiera de la entidad auditada.

 

3. 3.  Incumplan con el deber de informar al supervisor sobre operaciones ilegales o fraudulentas de las que tengan conocimiento en la ejecución de sus labores.
 

4. 4.  Incumplan su obligación de informar sobre alteraciones u omisiones graves detectadas durante el proceso de revisión y dictamen de los estados financieros de la entidad auditada.
 

g) g)   Las personas físicas o jurídicas que realicen peritajes y valoraciones de activos en relación con emisiones de oferta pública (incluyendo los fondos de inversión), con vicios o irregularidades que impidan conocer el valor de esos activos.
 

h) h)   Proveedores de Precios que: 
1. No respeten la metodología establecida y registrada ante la Superintendencia.

 

2. 2.Proporcionen precios cuando tengan un conflicto de interés respecto de la valuación de los valores, o cuando incurran en alguna de las limitaciones o incompatibilidades que se establezcan reglamentariamente.

 

i) i)       Entidades de Compensación y liquidación o Sociedades encargadas del Sistema de Compensación y Liquidación que: 
 

1. 1.    Incumplan los requisitos tecnológicos, funcionales u operativos que se establezcan reglamentariamente.

 

 

j) j)       Entidades adheridas al servicio de compensación y liquidación o miembros liquidadores que: 
 

1. 1.       Incumplan los requisitos que sobre nivel patrimonial y aporte de garantías establezcan reglamentariamente las entidades de compensación y liquidación o el CONASSIF.

 

Artículo 160.- Infracciones graves

 

I. I.           Infracciones Generales:  Incurrirán, en infracción grave: 
 

a) a) La persona física o jurídica que:

1. 1.    Incumpla su obligación de informar sobre sus vinculaciones económicas, en los términos exigidos por el artículo 110 de la Ley reguladora. 

 

2. 2.    Incumplan su obligación de informar sobre las participaciones significativas que posean en fondos de inversión, de conformidad con la reglamentación de la Superintendencia.
 

b) Sujeto fiscalizado o emisor que:

 

1. 1.       Incumpla cualquiera de las obligaciones de suministro de información, rendición de informes, comunicación,  publicación de información o entrega de documentación, que tengan para con inversionistas, mercado de valores, bolsas de valores o la Superintendencia, cuando el incumplimiento no se encuentre tipificado como infracción muy grave. El incumplimiento consiste tanto en la omisión de la acción obligada, como en la realización de ésta en forma inexacta, incompleta, tardía, o en términos distintos a los exigidos mediante la normativa aplicable.

 

2. 2.       Incumplan sus obligaciones de mantener los registros y documentación exigidos por la reglamentación de la Superintendencia. Siempre que no tipifique como infracción muy grave.
 

3. 3.       Adquieran, cedan o vendan valores, directamente o mediante interpósita persona, cuando les esté prohibido.

 

4. 4.       Incumplan los límites de inversión fijados en la normativa.

 

5. 5.       Incumplan las normas de conducta establecidas en el título VI de esta ley o demás normativa que la desarrolla, siempre que no se encuentren tipificadas como infracciones muy graves. 

 

6. 6.       Incumplan las normas contables establecidas en esta ley o adoptadas reglamentariamente por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, no lleven los registros contables con la información de soporte completa que respalde las transacciones, o lleven los registros con retrasos, cuando el incumplimiento no tipifique como infracción muy grave.
 

7. 7.       Incumplan la obligación de informar el monto de las comisiones aplicables a sus servicios, en la forma y plazo establecidos reglamentariamente.

 

8. 8.       Apliquen en perjuicio de los inversionistas una política de cobro de comisiones diferente a la comunicada o establecida en el prospecto.

 

9. 9.       Realicen actividades publicitarias indebidas, falsas o incumpliendo lo dispuesto en la normativa vigente.

 

10. 10.  Sujetos fiscalizados que garanticen, al inversionista, un rendimiento determinado por sus inversiones en cualquier tipo de valor o producto financiero. Salvo el caso de los fondos con rendimientos garantizados autorizados por la Superintendencia de conformidad con el segundo párrafo del artículo 71 inciso d) de esta ley.
 

11. 11.  Estando obligados, no se ajusten a las disposiciones que mediante ley, reglamento o acuerdo les aplique en materia de control interno o gobierno corporativo y tecnología de la información. 
 

12. 12.  Habiendo adquirido, directa o indirectamente, un volumen  de acciones u otros valores que le puedan dar derecho a la suscripción o adquisición de acciones de una sociedad inscrita en el RNVI, y representen más del 50% de los votos, modifiquen los estatutos de dicha sociedad sin haber realizado la Oferta Pública de adquisición. 
 

13. 13.  Incumplan su obligación de actuar con cuidado y diligencia en las operaciones, y de realizarlas según las instrucciones estrictas de sus clientes. 
 

14. 14.  Cuando asesoren a los clientes, no lo hagan de modo diligente y preciso, explicándoles la naturaleza, alcances, riesgos y beneficios de las inversiones o transacciones que están autorizando o solicitando. 
 

17. 17. Incumplan la obligación de mantener a disposición de la Sugeval y del público su composición accionaria y la de sus socios, según la normativa legal o reglamentaria aplicable.

18. 18.  Dejen de cumplir con alguno de los requisitos de autorización o funcionamiento que le corresponden según esta ley y demás normativa que la desarrolle, siempre que no exista causal de revocación de la autorización por parte del CONASSIF, en los términos del artículo 171 inciso d) de esta ley.
19. 19. Incumplan la provisión de recursos propios exigida por la normativa reglamentaria vigente en un porcentaje inferior al diez por ciento (10%). 
II. II.           Infracciones Específicas: 

 

También incurrirán, en infracción grave:

 

a)
Los intermediarios de valores que:

 

1. 1.      En caso de que realicen operaciones por cuenta propia con un cliente del propio intermediario, no se lo hagan constar con anterioridad por escrito a dicho cliente.

 

2. 2.      Retrasen indebidamente la transmisión o ejecución de las órdenes de inversión recibidas.

 

3. 3.      Realicen transacciones innecesarias y sin beneficio alguno para los clientes.

 

4. 4.      Incumplan su deber de entregar a los clientes copia de las boletas de transacción, o de entregarles certificaciones de los registros de las operaciones celebradas por ellos cuando lo soliciten.

 

5. 5.       Incumplan con la normativa relacionada con la obligación de contar con un perfil del inversionista previo a su inversión.

 

b)
Las sociedades administradoras de fondos de inversión que:

1. 1.      Realicen alguna de las operaciones o actividades prohibidas, de conformidad con el inciso g) del artículo 71 de esta Ley y demás normativa aplicable.

 

2. 2.      Que incumplan la normativa prudencial relativa a activos autorizados, los límites a la concentración de inversiones o al endeudamiento, los porcentajes de liquidez, recursos exigibles o relacionados con el manejo de riesgos, en un porcentaje igual o inferior al diez por ciento (10%).
 

3. 3.      Incumplan la obligación de manejar en forma separada los Fondos que administran, de conformidad con lo dispuesto en esta ley y en la  reglamentación correspondiente.

 

4. 4.      Incumplan los plazos o las condiciones establecidos en la normativa reglamentaria o en el prospecto para los reembolsos de las participaciones.

 

5. 5.      Incumplan la normativa relativa a la valoración de los activos de las carteras o fondos que administran.

 

6. 6.      Incumplan lo establecido en el prospecto o realicen cambios en éste, sin cumplir con los procedimientos establecidos por la Superintendencia, siempre y cuando el hecho no esté contemplado como infracción muy grave.

 

7. 7.      Realicen operaciones en corto sin haber revelado expresamente la posibilidad de realizar ese tipo de transacción en el prospecto correspondiente.

 

8. 8.      Obtengan créditos, pignoren o constituyan garantías, cuando les esté prohibido.

 

9. 9.      Incumplan sus deberes de asesoría y su deber de entrega del prospecto y de los informes publicados. 
 

10. 10. Al desinscribir un fondo no hayan seguido los procedimientos establecidos reglamentariamente o mediante acuerdo del Superintendente.

 

c)
Las Bolsas de Valores que:

 

1. 1.       Incumplan su obligación de hacer públicos los precios de las operaciones que se realicen en sus mercados, de conformidad con la ley y la reglamentación aplicable.

 

2. 2.       Incumplan las funciones, los requisitos de organización o los deberes de fiscalización que les atribuye la Ley en relación con los puestos de bolsa, los agentes de bolsa y el funcionamiento del mercado.

 

3. 3.       Adquieran valores de oferta pública emitidos por una sociedad con la que estén vinculadas de hecho o de derecho.

 

d) d)     Las entidades de custodia de valores que: 

 

1. 1.       Incumplan su obligación de conciliar o liquidar las carteras de sus clientes de conformidad con lo dispuesto en la normativa prudencial y demás normativa aplicable.

 

2. 2.       No devuelvan oportunamente los valores que tienen en custodia.

 

e) 
Las sociedades calificadoras de riesgo que:

 

1. 1.       Incumplan las obligaciones de revelación de los fundamentos de las calificaciones otorgadas, de conformidad con la normativa correspondiente.

 

f) f)      Los auditores externos:

 

1. 1.     Realicen auditorías externas a entidades autorizadas de conformidad con esta Ley, incumpliendo la presente ley y demás normativa reconocida por el CONASSIF en materia contable o de auditoria, o mediante una actuación negligente, cuando no tipifique como falta muy grave.

 

2. 2.    Omitan incorporar excepciones a los estados financieros, cuando no tipifique como infracción muy grave.
 

g) g)   Las personas físicas o jurídicas que realicen peritajes y valoraciones de activos en relación con emisiones de oferta pública (incluyendo los fondos de inversión), con vicios o irregularidades cuando no tipifique como infracción muy grave.
 

h) h)   Las entidades miembros y adheridas al Sistema de registro de anotaciones electrónicas en cuenta que: 
 

1. 1.      Incumplan con el deber de realizar las inscripciones, o las realice de manera inexacta o tardía y, en general, incurran en inobservancia de las normas de organización y funcionamiento de los registros y sistemas de identificación, así como del control de los valores representados por medio de anotaciones electrónicas en cuenta.  

 

i) i)      Proveedores de Precios que:
 

1. 1.     Incumplan con la remisión de la información requerida por la Superintendencia o la que deba suministrar al mercado, en los plazos establecidos reglamentariamente.
 

j) j)      Entidades adheridas al servicio de compensación y liquidación o miembros liquidadores que:

 

1. 1.    Incumplan los reglamentos, órdenes o directrices dictados por las entidades de compensación y liquidación, el CONASSIF o la Superintendencia, en relación con los criterios de volumen promedio de negociaciones o los  requisitos  tecnológicos, funcionales u operativos.
 

Artículo 161.- Infracciones leves

 

Constituirán infracciones leves, los actos u omisiones de los sujetos participantes del mercado que violen alguna disposición de la Ley reguladora del mercado de valores  y demás normativa aplicable, siempre que no se encuentren tipificados como infracción muy grave o grave, de acuerdo con los artículos anteriores.

 

Artículo 162.- Sanciones aplicables. 

 

A las infracciones muy graves y graves corresponderá la imposición de las siguientes sanciones: 

 

a) 
Por la comisión de infracción muy grave se impondrá alguna de las siguientes sanciones:


 

1. 1.  Multa de cien (100) hasta doscientos (200) salarios base.

 

2. 2.  Multa de un 2,5% hasta un 5% del patrimonio reportado por la entidad al momento de cometerse la infracción.

 

3. 3.  Limitación del tipo o volumen de las operaciones o actividades  que pueda realizar el infractor en el mercado de valores durante un plazo de 1 hasta 4 años.   

 

4. 4.  Suspensión de algunas de las operaciones o actividades  que pueda realizar el infractor en el mercado de valores durante un plazo de 1 hasta 4 años.   

 

5. 5.  Revocación de la autorización de funcionamiento o de prestación del servicio o actividad autorizados. 

 

Las sanciones por infracciones en relación con auditorías, implican la eliminación del profesional o firma de auditoría, del Registro de auditores elegibles de las tres Superintendencias, por un período de uno (1) hasta cuatro (4) años. Dicha sanción regirá a partir del período contable anual siguiente. 
 

En el caso de infracciones por incumplimientos en relación con peritajes, sería aplicable la inhabilitación de la persona física para valoraciones de activos para emisiones de oferta pública (incluyendo los fondos de inversión), por un plazo de uno (1) hasta cuatro (4) años. 

 


En el caso de empresas o profesionales inhabilitados para realizar auditorias externas, la sanción regirá a partir del período contable anual siguiente. 
 

b) 
Por la comisión de infracciones graves se impondrá alguna de las siguientes sanciones:

 

1.  
Multa de uno (1) hasta noventa y nueve (99) salarios base.

 

2.
Multa de un 0.25% hasta 2,4% del patrimonio reportado por la entidad al momento de cometerse la infracción.

 

3. 3.   Limitación del tipo o volumen de las operaciones o actividades que pueda realizar el infractor en el mercado de valores durante un plazo que puede ir desde 1 día hasta 1 año.

 

4. 4.   Suspensión de algunas de las operaciones o actividades  que pueda realizar el infractor en el mercado de valores durante un plazo de 1 hasta 3 años.   

 

Las sanciones por infracciones en relación con auditorías, implican la eliminación del profesional o firma de auditoría, del Registro de auditores elegibles de las tres Superintendencias, por un período que puede abarcar desde un día (1) hasta un (1) año. Dicha sanción regirá a partir del período contable anual siguiente. 
 

En el caso de infracciones por incumplimientos en relación con peritajes, sería aplicable la inhabilitación de la persona física para valoraciones de activos para emisiones de oferta pública (incluyendo los fondos de inversión), por un plazo de un día (1) hasta un (1) año. 

 

Cualquier sanción que se impongan a peritos o auditores, se comunicará al colegio profesional respectivo para lo que corresponda. 
 

Para el cálculo de las multas que tengan como referencia el salario base, se aplicará el definido en la Ley 7737 del 5 de mayo de 1993 y sus reformas, se tomará como referencia el salario base vigente al momento en que ocurrieron los hechos sancionados. De tratarse de hechos continuados, se considerará el salario vigente al momento en que cesaron.

 

La sanción será definida según los criterios de graduación establecidos en esta Ley y será pública para tutelar la información al inversionista y transparencia del mercado.  La Superintendencia definirá los medios y formatos de dicha publicación, la cual deberá realizarse de forma inmediata a partir de la firmeza de la sanción
Independientemente de las sanciones impuestas a las entidades de conformidad con esta ley, y de las sanciones administrativas que imponga la entidad sancionada, la Superintendencia podrá sancionar a  directivos, personeros o empleados de éstas, cuya responsabilidad dolosa o negligencia grave se haya evidenciado al sancionar a la entidad que incurrió en infracción a la luz de la normativa reguladora del mercado de valores, con alguna de las siguientes sanciones:

 

1. Separación del cargo e inhabilitación para ejercer cargos de administración o dirección de entidades sujetas a fiscalización de la Superintendencia, por un plazo de uno a cinco años.

 

2. Suspensión en el ejercicio de su cargo de un mes a un año. 

 

Artículo 163.- Sanciones por infracciones leves:

 

La persona, física o jurídica, que incurra en alguna infracción leve será sancionada, de acuerdo con la naturaleza de la infracción, con:

 

1. 1.    Amonestación pública.

 

2. 2.    Multa por un monto hasta de cincuenta veces el salario base definido en la Ley N°  7337, de 5 de mayo de 1993.

 

Artículo 164.- Criterios de valoración para sancionar:

 

Para imponer las sanciones previstas en este título, la Superintendencia o las bolsas de valores tomarán en cuenta los siguientes criterios de valoración y graduación:

 

1. 1.    La gravedad de la infracción.

 

2. 2.    La amenaza o el daño causado.

 

3. 3.    La existencia de dolo o culpa.

 

4. 4.    La capacidad de pago.

 

5. 5.    Las acciones que se adoptaron para procurar la pronta corrección de la situación.

 

6. 6.    La reincidencia del infractor.

 

Artículo 165.- Concurso de normas.

 

En caso de concurso de normas, aplica supletoriamente lo dispuesto en el Código Penal.  Si el concurso es material, la Superintendencia aplicará las sanciones correspondientes a todas las infracciones, pero ajustándose a los siguientes límites:

 

1. 1.    Si se imponen multas, estas en conjunto no podrán sumar más de seiscientos salarios base, según se define en la Ley N.º 7337, de 5 de mayo de 1993, o un quince por ciento (15%) del patrimonio de la sociedad.

 

2. 2.    Si dentro de las sanciones a imponer se encuentra la revocación de la autorización, las multas que se impongan adicionalmente no podrán, en conjunto,  superar los doscientos salarios base. 

 

Cuando el concurso sea ideal la Superintendencia podrá aplicar la pena correspondiente al delito más grave, pudiendo aumentarla sin exceder los límites establecidos en el  inciso 1) anterior. En caso de que el concurso ideal involucre penas de multa y revocación de la autorización, se aplicará únicamente la revocación. 

 

Artículo 166.- Prescripción de la acción sancionatoria

 

La acción sancionatoria prescribe a los cuatro años, contados a partir del conocimiento de los hechos por parte del Superintendente General de Valores.

 

La prescripción de la acción se interrumpe con la notificación de la resolución de apertura del procedimiento administrativo correspondiente.
 

La prescripción correrá, se suspenderá o interrumpirá en forma individual, para cada uno de los sujetos que intervinieron en la comisión de la infracción, excepto cuando en ella hayan participado personas del mismo grupo de interés económico, caso en el cual el plazo de prescripción se contará, para todos, a partir del último acto u omisión realizado por cualquiera de ellos.
 

Se suspende cuando surja alguna cuestión prejudicial, que deba resolverse antes de continuar con el procedimiento sancionatorio.

 

Artículo 167.- Disponibilidad de la acción.

 

En caso de que el Superintendente determine que la actuación en que incurrió el presunto responsable es subsanable mediante acciones correctivas, podrá, siempre que no  se haya visto afectado el interés general de los inversionistas, la transparencia del mercado o correcta formación  de  precios, no iniciar un procedimiento sancionatorio, o archivar uno iniciado, una vez que se demuestre el cumplimiento de las acciones correctivas.

 

En los términos del párrafo anterior, cuando la actuación implique eventuales daños o perjuicios a uno o varios inversionistas, el Superintendente podrá disponer de la acción cuando medie arreglo entre el presunto responsable y los inversionistas supuestamente afectados, el cual no implica la aceptación de la responsabilidad por parte del supuesto infractor. En ese caso las partes deberán aportar al procedimiento copia certificada del arreglo.

 

La sola existencia de arreglo entre el presunto responsable y el inversionista supuestamente afectado, no implica necesariamente la disposición de la acción por parte del Superintendente. Cada caso debe será analizado a la luz de lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo.

 

En el caso de procedimientos que se lleven a cabo por las bolsas de valores, y se esté ante un caso del párrafo primero, éstas deberán elevar al Superintendente la solicitud de que se disponga de la acción, sugiriendo las acciones correctivas con las que se podría subsanar la situación. En caso de que el Superintendente resuelva no disponer de la acción la bolsa deberá continuar con el procedimiento. Si en el caso que tramita la bolsa lo que existe es un arreglo entre las partes en los términos del párrafo segundo de este artículo, la bolsa también elevará la solicitud al Superintendente para que éste determine si debe continuarse con el procedimiento.

 

El Superintendente General de Valores deberá informar al Consejo Nacional de los casos en que haga uso de la potestad de disponibilidad de la acción que aquí se le confiere, dentro de los plazos y en las condiciones que este establezca por vía reglamentaria.

 

Artículo 167 bis.- Independencia de la potestad sancionatoria de la Superintendencia.

 

El ejercicio de la potestad sancionatoria por parte de la Superintendencia General de Valores o las bolsas es independiente de las demás acciones y responsabilidades, laborales, civiles, administrativas o penales, que puedan derivarse de los hechos sancionados. No obstante, cuando se inicie un proceso penal deberá suspenderse el procedimiento administrativo cuando ambos versen sobre los mismos hechos, hasta tanto no se dicte sentencia firme o se desestime la causa, quedando suspendido el curso de la prescripción.

 

Cuando la Superintendencia, al ejercer sus funciones, tenga noticia de hechos que puedan configurar delito, los pondrá en conocimiento del Ministerio Público a la brevedad posible.

 

Artículo 168.- Cobro de multas.

 

Las copias de las resoluciones firmes por medio de las cuales se imponga el pago de multas, tendrán carácter de título ejecutivo cuando sean certificadas por el Superintendente General de Valores.

 

Las sumas correspondientes a multas que no hayan sido canceladas dentro del plazo conferido, generarán la obligación de pagar intereses moratorios de tipo legal.

 

En caso de que el cobro administrativo resultara infructuoso, se remitirá el certificado de adeudo al Ministerio de Hacienda, para que proceda con el cobro judicial correspondiente.

 

 

 

Artículo 168 bis.- Prohibición de divulgar información.

 

Salvo los casos previstos en la normativa vigente, así como la difusión de información relevante para el público inversionista o la orden judicial, quedará prohibido a los directivos, funcionarios, empleados y asesores de la Superintendencia y las bolsas de valores, divulgar información relativa a los sujetos fiscalizados y a las transacciones de los mercados de valores,  que conozcan en virtud de su cargo. Tal prohibición se mantendrá aun cuando, las citadas personas dejen de prestar sus servicios a la Superintendencia, hasta tanto la respectiva información no se haga pública.

 

También le aplica esta prohibición a  cualquier otra información de carácter confidencial que conozcan en virtud de su cargo incluyendo la información confidencial que se reciba de autoridades del exterior. Dicha información sólo podrá ser utilizada para los fines para los que fue suministrada.

 

Se exceptúa de la prohibición contemplada en el párrafo primero,  al Superintendente e Intendente, únicamente en cuanto podrán compartir o autorizar a otro funcionario a remitir o suministrar información necesaria para las labores de supervisión financiera, a homólogos nacionales o extranjeros, así como a organismos internacionales, cuando se cumplan los requisitos  de reciprocidad, confidencialidad y otros que se determinen  en la normativa.

 

En caso de duda acerca de la divulgación de la información particular, el Consejo decidirá lo correspondiente.

 

 La violación de la prohibición contenida en este artículo constituye causal de remoción del funcionario, sin perjuicio de las demás responsabilidades procedentes.

 

Artículo 183.- Nombramiento de Beneficiarios

 

Los inversionistas que sean titulares de cuentas corrientes o de ahorros, participaciones de fondos de inversión autorizados de acuerdo con esta Ley, títulos valores nominativos autorizados para realizar oferta pública de valores, valores de oferta pública representados mediante anotaciones electrónicas en cuenta o macrotítulo, cuentas de administración de carteras individuales de valores administradas por los Puestos de Bolsa, podrán designar beneficiarios para caso de muerte.  Ante el evento de la muerte del titular, el beneficiario deberá comprobarla mediante certificación del registro de defunciones del Registro Civil, con lo cual asumirá de pleno derecho y sin necesidad de trámites judiciales o administrativos la propiedad el título o valor de los fondos de la cuenta según el caso, debiendo en ese caso comprobar su identificación mediante documento idóneo, y si fueren menores, mediante la actuación de sus representantes.

 

El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero reglamentará los procedimientos bajo los cuales las entidades de custodia  de valores deberán proveer los mecanismos y procedimientos  para el cumplimiento de lo dispuesto en este Artículo.

 

Artículo 2. Reformase el artículo 615 de la ley Nº 3284 de 24 de abril de 1964 y sus reformas, cuyo texto será el siguiente:

 

Artículo 615.- Las cuentas corrientes bancarias son inviolables y los Bancos sólo podrán suministrar información sobre ellas a solicitud o con autorización escrita del dueño, o por orden de autoridad judicial competente. Se exceptúa la intervención que en cumplimiento de sus funciones determinadas por la ley haga la SUGEF. La SUGEF podrá suministrar a las otras Superintendencias la información sobre cuentas y registros bancarios que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones, según la reglamentación que disponga al efecto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. Queda prohibida la revisión de cuentas corrientes por las autoridades fiscales.
 

 

TRANSITORIO ÚNICO.-

 

Aquellos procedimientos en curso deberán continuar su tramitación al amparo de la normativa bajo la cual se inició.
 

 

Rige a partir de su publicación

 

 

Dado en la Sala de la Comisión Permanente Asuntos Económicos, a los veintiocho  días del mes de julio de dos mil nueve.
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Jorge Eduardo Sánchez Sibaja 

  
Olivier Pérez Gonzalez

              Diputado                                                       Diputada

 

 

 

 

 

 

 

 

José Ángel Ocampo Bolaños

Diputado
